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La investigación aborda la siguiente cuestión: cómo han incidido los instrumentos de planeamiento diseñados 
por las políticas urbanas en el crecimiento residencial de los municipios del Área Metropolitana de Madrid. Al 
poner en relación los objetivos e instrumentos, tanto normativos como de planificación territorial, se ha podido 
concluir con una propuesta de periodización evidenciando las continuidades, cambios o transformaciones en las 
políticas durante la democracia: después de una etapa de transición (1975-1978) en la que se definen las bases 
de las nuevas políticas, se han podido diferenciar tres períodos: 1979-1989, 1990-1997 y 1998-2007. 
Finalmente, se presenta el análisis de la realidad construida residencial –en términos de localización, cantidad y 
calidad/cualidad- teniendo como clave de interpretación la periodización anterior, con el propósito de conocer 
cómo han podido incidir en el crecimiento residencial de la región madrileña. 
 





The central question that has guided the research is the following: how the instruments of urban planning have 
influenced the residential growth of the municipalities of the Metropolitan Area of Madrid? After relating the 
objectives and instruments of urban policies, the research concludes with a proposal for periodization showing 
continuities, changes and transformations: after a transition period –from 1975 to 1978 coinciding with the years 
of the democratic transition, in which the basis of the new policies were defined- tree periods (1979-
1989,1990- 1997 and 1998-2007) have been distinguished. At a final point, the analysis of the results on the 
reality constructed is presented having as a key of interpretation the periodization proposed, in terms of 
location, quantity and quality. This provides tools for interpreting how policies did affect residential growth in 
the Region of Madrid. 
 







La comunicación presenta parte de los resultados de la tesis doctoral Planeamiento y políticas de vivienda en el 
Área Metropolitana de Madrid durante la democracia (1975-2007) realizada en el Departamento de Urbanística 
y Ordenación del Territorio de la Escuela Técnica Superior de Arquitectura de la Universidad Politécnica de 
Madrid. El objetivo general de la investigación es estudiar la realidad residencial construida en los municipios 
del Área Metropolitana de Madrid (AMM) durante la democracia, a partir del análisis de los instrumentos de 
planeamiento y políticas de vivienda, con el fin de mostrar su impacto en el crecimiento urbano territorial de la 
Región. La parte que se expone a continuación es la que se refiere al análisis e incidencia de los instrumentos 
de planeamiento, considerando los siguientes objetivos específicos: 
 
-Revisar los instrumentos de planeamiento, normativos y de planificación territorial, para evidenciar la evolución 
del crecimiento residencial propuesto, y su relación con las circunstancias socioeconómicas y políticas del 
momento. 
-Elaborar una propuesta de periodización atendiendo a las políticas, leyes, planes y programas relacionados 
con el planeamiento, identificando rasgos específicos, características generales de cada período, continuidades 
y discontinuidades en los objetivos de las políticas y en los instrumentos.  
-Realizar una interpretación del crecimiento residencial que han experimentado los municipios del Área 
Metropolitana de Madrid -en términos de localización, cantidad, calidad/cualidad- desde el prisma de la 
periodización propuesta.     
 
La investigación ha utilizado un modelo metodológico mixto: ha supuesto la combinación de una metodología 
analítica e interpretativa (desde una perspectiva multidisciplinar e histórica) con la monográfica, para el estudio 
de casos particulares. Además, el carácter empírico de esta investigación ha demandado la realización de 
numerosos trabajos previos: desde la planificación-previsión de suelo y vivienda, urbanización-construcción, 
licencias de obra concedidas por los ayuntamientos, calificación provisional-calificación definitiva, hasta la 
adjudicación, se trata de “seguir la pista” a las viviendas, y de manera particular a las viviendas protegidas, en 
cada una de las fases a partir de la información disponible.  
 
El estudio se centra en el período democrático, entre 1975 (fin de la dictadura) y 2007 (cambio de tendencia en 
la producción residencial). Dos referentes de la legislación urbanística española coinciden con las fechas 
señaladas: la Ley del Suelo (LS) de 2 de mayo de 1975, antes del inicio de la democracia, y la Ley 8/2007, de 
28 de mayo, de Suelo. Además, ambas Leyes están al inicio de períodos que han sido calificados de fuerte 
“crisis económica” después de una etapa desarrollista, con elevada producción de viviendas y con graves 
consecuencias en el sector de la construcción residencial. 
 
Después de la etapa de transición democrática (1975-1978), en la cual se intentaron fijar los principios rectores 
de las políticas de urbanismo, suelo y vivienda para los siguientes años, se pueden diferenciar tres períodos 
desde el inicio de los ayuntamientos democráticos: 1979-1989, 1990-1997 y 1998-2007. El primero de ellos 
corresponde a los años en los que se fue construyendo todo el aparato institucional regulador con las nuevas 
administraciones que surgieron de la democracia. El segundo período comienza con la aprobación de la Ley del 
Suelo de 1990, instrumento normativo culmen o punto final del planeamiento regulador; no obstante, pronto fue 
recurrida esta ley estatal por varias Autonomías, porque presentaba problemas competenciales en materia de 
urbanismo. El tercer período se iniciaba con la aprobación de la Ley del Suelo de 1998, que constituiría el 
instrumento normativo de la liberalización del suelo en España, pero con añadidos posteriores “remediales”, de 
acuerdo a las circunstancias de coyuntura económica por las que atravesaba el sector en el país. Concluye el 
período con la aprobación de la Ley 8/2007 del Suelo, en el intento de un cambio de rumbo, coincidiendo 
además con el inicio de la grave crisis económica financiera que tanto ha afectado al sector inmobiliario.  
 
Aunque los períodos citados se han establecido de esta manera, se asume que la evolución e interacción de las 
políticas de planeamiento conlleva la superposición de etapas, en las que se van diseñando los cambios que, 
con frecuencia, cristalizan en la etapa posterior. Se observa, además, cómo en cada uno de estos períodos se 
pueden identificar “episodios” intermedios de naturaleza económica que en algún caso, provocaron un cambio 
en los objetivos políticos iniciales, mientras que en otros actuaron como catalizadores, es decir, sirvieron para 




2 CONSTRUCCIÓN DEL APARATO INSTITUCIONAL REGULADOR DEL URBANISMO. La vivienda como “parámetro 
urbanístico” del derecho a la ciudad (1979-1989) 
 
Durante los años 1979 y 1980, las reacciones políticas inmediatas después de primeras elecciones municipales 
democráticas, se orientaron a la modificación de los principios fijados en la etapa de transición expresados en la 
Política de Urbanismo, Suelo y Vivienda de los Pactos de la Moncloa (octubre 1977) y en la Constitución 
(diciembre 1978). Esto fue debido, por una parte, a la gravedad que fue adquiriendo la crisis económica y el 
aumento del desempleo en el sector de la construcción, y por otra, a las nuevas realidades de gobierno 
resultado de dichas elecciones.  
 
Si bien se consideraba necesaria una reforma estructural en los instrumentos normativos, de acuerdo a los 
principios constitucionales, -y de hecho se llegaron a elaborar en 1979 los proyectos de ley en materia de 
vivienda y urbanismo, respectivamente-, desconfiando de su aprobación definitiva inmediata, se optó por 
promulgar otros instrumentos normativos de carácter coyuntural y urgente. Todo ello llevó a que los objetivos de 
política de vivienda se fueran distanciando cada vez más de los del planeamiento. Mientras que el planeamiento 
urbanístico apostaba por el control y la contención del crecimiento residencial en un contexto de crisis 
económica y un alto volumen de viviendas desocupadas sin vender en numerosos municipios del Área 
Metropolitana de Madrid, el propósito de las políticas de vivienda era frenar el desempleo por medio del impulso 
a la construcción de viviendas nuevas.  
 
Además, ciertas medidas extra-plan, pero con el mismo objetivo de “fomentar el empleo e impulsar el sector de 
la construcción”, por “razones de urgente necesidad”, fueron introducidas por el entonces Ministro de Economía, 
Miguel Boyer, las Medidas de Política Económica contenidas en el Real Decreto Ley 2/1985, de 30 de abril: 
entre otras, la liberalización de alquileres, la deducción de 17% por inversión en vivienda de nueva construcción 
cualquiera que fuera su destino, así como la posibilidad de transformar viviendas en negocios; estas últimas 
entraban en conflicto con los objetivos y criterios de planeamiento de numerosos municipios metropolitanos, 
particularmente el Plan General de 1985, del municipio de Madrid. 
 
En el contexto del AMM, al iniciarse este período, el Programa innovador de Revisión del Plan General del AMM 
de 1963, propuesto por la Comisión de Planeamiento y Coordinación (COPLACO), se vio frenado en un primer 
momento e interrumpido finalmente. El objetivo del Programa era incorporar al planeamiento el apoyo social y 
político desarrollándose en dos fases: una primera “de abajo a arriba” (los Programas de Acciones Inmediatas, 
PAIs) y una segunda “de arriba abajo”. No obstante, el clima político y la exaltación municipalista que siguieron 
a las elecciones locales de 1979, dificultaron la actividad de coordinación por parte de COPLACO (organismo 
de dependencia estatal) sobre los ayuntamientos, lo que provocó el abandono del Programa cuando estaba 
iniciándose la segunda fase y, por tanto, la que demandaba un mayor consenso político. Por otro lado, la 
Revisión del PG del AMM de 1963, por parte de COPLACO entraba en conflicto con la LS de 1975, que 
reconocía a los Ayuntamientos el derecho de redacción de sus Planes Generales. Asimismo, la Constitución de 
1978 reconocía las competencias autonómicas y municipales en materia de vivienda y suelo, y COPLACO 
seguía dependiendo del gobierno central. Se abandonó la idea del planeamiento metropolitano por la 
elaboración de los planes generales municipales.  
 
El debate político se comenzó a centrar en la ciudad y el entorno urbano, en sus déficits de infraestructura y 
equipamientos y en proponer soluciones a la situación “heredada” de problemas de vivienda marginal que 
caracterizaba las periferias de las ciudades. Debido a que los desarrollos residenciales construidos durante la 
etapa desarrollista se habían llevado a cabo sin la ejecución de las infraestructuras y los equipamientos 
necesarios, y adolecían de un entorno urbano adecuado, el urbanismo llegó a considerar la vivienda como 
estándar legal para el planeamiento. Así, frente a la densidad congestiva de los cascos centrales de las 
ciudades y el desorden en las periferias, la LS1975 estableció para los planes parciales una densidad máxima 
de 75 viviendas por hectárea, ampliables, en casos excepcionales por el Consejo de Ministros, a 100 viviendas 
por hectárea. El tema del territorio aparecería en el debate político posteriormente, a mediados de la década de 
los ochenta con motivo de la creación de la Comunidad de Madrid (CM) y la asunción de competencias.  
 
Finalizando la década de los ochenta, comenzó a plantearse el grave “problema de la vivienda”, principalmente, 
como problema de accesibilidad que afectaba a una gran cantidad de hogares, por los elevados precios que 
  
habían adquirido las viviendas durante el boom inmobiliario de la segunda mitad de los años ochenta. El debate 
sobre el territorio se fue desplazando hacia esta cuestión, que a su vez se vinculaba al problema de la 
disponibilidad de suelo. Algunos expertos hablaban incluso de la “quiebra de las políticas de suelo y vivienda” 
(Prats, 1989; Paniagua, 1989) incapaces de reconducir el proceso especulativo y sus consecuencias sociales. 
Es por ello que la respuesta debía buscar la coordinación e integración de las políticas de vivienda y suelo, 
aunque se advertía que el “problema del suelo” era sólo uno de los factores (Paniagua y Hernández, 1989), 
pero no el único. Se insistía en que la mejora de la situación sólo podría venir de “un cambio profundo en la 
política de la vivienda y en todas aquellas políticas sectoriales que tienen que ver con ella, pero básicamente en 






OBJETIVOS    
 
PLANES/PROGRAMAS NORMATIVOS/ LEYES 
  
1975 
    
Ley del Suelo LS´75 
   
Flexibilizar planeamiento: introduce SUNP y PAUs; cesiones de 
suelo 10%; establece 75 viv./Ha. en Planea Parciales  
1976 
    





    
Política Urbanismo, Suelo y Vivienda 
(Pactos de la Moncloa) 
 
 
Introducir dimensión social y política al proceso de planificación: 
apropiación pública del plusvalor. Objetivos prioritarios: 
construcción de viviendas sociales y favorecer régimen de 
alquiler; facilitar utilización de viviendas desocupadas 
1978 
  
Programas de Actuación Inmediata, 
PAI´s del AMM 
Reglamentos de Disciplina 
Urbanística, Planeamiento y 
Gestión     
1979 
        
ELECCIONES MUNICIPALES:   mayor protagonismo 





RDL 3/1980 ;                 
RDL 11/1980 Revisión del PG AMM 
de 1963 
 
Creación de suelo y agilización de la gestión urbanística. 
Criterios de coherencia, coordinación y compatibilidad 
1981 
  
Directrices Planeamiento Territorial 
del AMM, DPT´81; Revisión Planes 
Generales municipales PGOU   
Revalorizar la ciudad histórica y cualificar el espacio urbano; 
implementar equipamientos y zonas verdes; mejorar el medio 
ambiente natural; controlar y limitar creación de ciudad nueva; 
ocupar viviendas vacantes 
1982       
 
  
1983         
1984 
    






Aprobación definitiva del PG de 
Madrid 
Directrices de Ordenación Territorial, 
DOT´85   
 
  
1986         
1987 
  
Proyecto Madrid Región 
Metropolitana, MRM 
   
 
Introducir flexibilidad en el PU. Suelo como oportunidad; de la 




Estrategias Territoriales por zonas 
de la CM, ET 





Estrategias Territoriales por zonas 
de la CM, ET 
       






3 CUESTIONAMIENTO DEL MODELO REGULADOR Y PLANTEAMIENTOS CONTRAPUESTOS. La vivienda como “elemento 
conformador” del territorio (1990-1997) 
 
Se inicia el período con la promulgación de la Ley del Suelo 8/1990 de ámbito estatal, en la que se reafirmaba 
el Urbanismo como función pública y, por tanto, destacaba el papel de la iniciativa pública en la regulación del 
mercado de suelo. La Ley introducía la calificación urbanística de los suelos para vivienda de protección oficial 
(VPO) y el aumento de las cesiones de suelo al 15%, con lo que se pretendía un compromiso del planeamiento 
con la vivienda social. Se buscaba potenciar una mayor intervención administrativa en el mercado del suelo 
para disminuir las tensiones especulativas, modificando incluso, el régimen sobre derechos-deberes de la 
propiedad del suelo y el sistema de valoraciones, regulando las diversas facultades de contenido urbanístico; 
todo ello, con el fin de dar cumplimiento al mandato constitucional del artículo 47 y favorecer, así, el derecho a 
la vivienda. De esta manera, la prioridad dada a la vivienda dentro del proceso urbanístico y edificatorio, dejaba 
en un segundo término los otros usos del suelo. El hecho residencial se entendía como el elemento principal en 






OBJETIVOS    
 
PLANES/PROGRAMAS NORMATIVOS/ LEYES 
  
1990 
    
L 8/1990 Reforma del Régimen 
Urbanístico y Valoraciones del Suelo   
Impedir especulación del suelo;  garantizar el rescate público de 




Programa de adscripción de 
Suelo Público para Vivienda 




    
RDL 1/1992 TR Ley Valoración del Suelo y 
Ordenación Urbanística   
1993         
1994         
1995 
  
Bases del Plan Regional de 
Estrategia Territorial, Bases 
PRET 1995 
Ley 9/1995 Medidas de Política Territorial, 
Suelo  y Urbanismo de la CM 
Potenciar las políticas públicas de fomento de la vivienda social: 
50% de Suelo Urbanizable residencial para VP 
1996 
  
Bases PRET 1996 
 
RDL 5/1996 Medidas liberalizadoras en 
materia de Suelo y Colegios Profesionales 
 
 
Ampliar mercado del suelo: cambio de modelo en políticas de 
suelo (reforma estructural); suprimir distinción entre SUP y SUNP; 




STC 61/1997, 20 de marzo;               
Ley 20/1997, 15 julio, Medidas Urgentes en 
Materia de S y U, CM 
     
Gráfico 2: Cronología del planeamiento (1990-1997). Instrumentos y objetivos 
Elaboración propia 
 
El tema de debate político era la vivienda. Así, en el contexto de las elecciones regionales y municipales de 
mayo de 1991, el Gobierno Socialista hacía pública la Declaración de la nueva política de vivienda (Acuerdo del 
Consejo de Ministros, de 10 mayo de 1991), cuyo objetivo fundamental, era facilitar el acceso a todos aquellos 
que no podían hacerlo en las condiciones de mercado. Para ello, se establecían un conjunto de medidas -
agrupadas en tres apartados, correspondientes a medidas de oferta, de demanda y de coordinación de las 
Administraciones Públicas Territoriales-, y se anunciaba un nuevo Plan de Vivienda plurianual: Plan de Vivienda 
1992-1995.  
 
Todo el andamiaje intervencionista del Plan para dar solución al problema de la vivienda se vio pronto afectado 
por el Informe del Tribunal de Defensa de la Competencia en 1993. Este Informe introdujo en el debate sobre el 
suelo la línea de la liberalización económica, en el marco de la Unión Monetaria Europea, que debería aplicarse 
a aquellos sectores en los cuales justamente eran las normas las causantes de la falta de competencia. Este 
Informe provocó el enfrentamiento dentro del Gobierno socialista entre el Ministerio de Economía y Hacienda, 
partidario de esta línea de liberalización del suelo, y el Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo, con un punto 
de vista más tradicional. Asimismo, estas diferencias en la concepción del suelo se pusieron en evidencia en la 
  
Comisión de Expertos sobre Urbanismo y en el Informe sobre Suelo y Urbanismo que presentaron oficialmente 
en diciembre de 1994. 
 
Si bien el problema de la accesibilidad a la vivienda era un problema generalizado, en las grandes ciudades, y 
en particular Madrid, se veía agravado por la magnitud del mismo. En Madrid se intentó dar respuesta desde la 
Administración Regional por medio de una política de creación de suelo público para la construcción de 
viviendas sociales, anticipándose a las medidas legislativas estatales (Programa de Adscripción de Suelo 
Público para Vivienda Social). Tenía un doble objetivo: poner a disposición suelo en cantidad suficiente y en los 
lugares adecuados para construir vivienda asequible, e impulsar el sector cooperativo como complemento del 
sector privado que había abandonado la construcción de VPO. Este proceso regulador, culminaría con la Ley 
9/1995, de Medidas de Política Territorial, Suelo y Urbanismo de la Comunidad de Madrid (LCM1995).  
 
Un aspecto clave de esta Ley, era potenciar las políticas públicas de fomento de la vivienda social, 
considerando que no habría políticas de vivienda sin política de suelo. Entre otras medidas, la LCM1995 hacía 
énfasis en el carácter preventivo que tienen la constitución de los patrimonios públicos de suelo, y su carácter 
estratégico mediante la disposición de reservas en cantidad y ubicación adecuadas; además incluía el 
instrumento de los derechos de tanteo y retracto, y establecía el 50% de la superficie de suelo urbanizable 
destinado a uso residencial para vivienda sujeta a algún régimen de protección. 
 
Al inicio de la década de los noventa, las previsiones de vivienda por parte del planeamiento regional se 
estimaron en 26.000 viviendas anuales, y de ellas, al menos 16.000 de protección oficial (ampliables a 20.000) 
en el primer cuatrienio. Es decir, las viviendas protegidas debían representar el 60% de las nuevas viviendas. 
Sin embargo, las previsiones para 1994-2006, según las Bases del Plan Regional de Estrategia Territorial 
(PRET) de 1995 ya se elevaron a 35.000 viviendas, de las cuales un porcentaje similar, que en este caso 




















      




      
Proyecto Madrid Región Metropolitana y Estrategias 
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60% VP 
      
Plan Regional de Estrategia Territorial. Documento 
Preparatorio de las Bases, 1995 
 
1994-2006 35.000 11.000 19.000 5.000 
 
% 100 31 54 14 
 
  60% VP 
 
      
Plan Regional de Estrategia Territorial. Bases, 1996 y Plan 








41 49 10 
 
 2006-2016 15.150 
 




33 57 10 
 
  50-60% VP 
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En cuanto a la localización, el Documento de las Bases del PRET 1995 declaraba que la vivienda se 
consideraba como un mecanismo privilegiado de actuación sobre la ciudad y el territorio, y centraba el objetivo 
principal de la política residencial en consolidar y garantizar una oferta adecuada a las necesidades de la 
población y distribuida equilibradamente sobre el territorio. Mientras que el 35% se localizaba en el municipio de 
Madrid, el 55% lo hacía en el AMM, y el 14% en el resto de municipios de la CM. En 1996 se presentó un nuevo 
documento de Bases del PRET. En el Documento, si bien las estimaciones de vivienda eran similares, en torno 
a las 35.000 anuales, la variación se advertía en la distribución territorial: aumentaba el peso el municipio de 
Madrid y disminuía el del AMM; y se definía una Zona Estratégica de desarrollo correspondiente a una franja del 
territorio con orientación suroeste-noreste, enmarcada por el Corredor del Henares y su ampliación hacia el 
norte, atravesaba el municipio de Madrid y se prolongaba hacia el suroeste hasta los municipios limítrofes con la 
provincia de Toledo.  
 
No obstante, los años 1996 y 1997 serían años de transición, que anunciaban transformaciones importantes en 
cuanto a política económica. Con el cambio de gobierno, tanto en la Comunidad de Madrid (mayo de 1995) 
como en el gobierno de la nación (marzo de 1996), el Partido Popular introdujo una serie de medidas para 
liberalizar la economía, que aunque anunciadas de manera “urgente”, realmente pretendían llegar a ser 
estructurales. En junio de 1996, se aprobaron las primeras medidas legislativas en esta dirección: el RD 
1377/1996, de 7 de junio, de medidas económicas de liberalización, en el cual se anunciaba el establecimiento 
de un sistema que garantizase una mayor competencia entre las entidades financieras; y el RDL 5/1996, de 7 
de junio, de medidas liberalizadoras en materia de suelo y Colegios Profesionales (asimismo la Ley 7/1997, de 
14 de abril) cuyo objetivo era “incrementar la oferta de suelo, con la finalidad de abaratar el suelo disponible” y 
así, “garantizar con mayor facilidad el acceso a la vivienda”. Este período concluye con la Sentencia del 
Tribunal Constitucional STC 61/1997 del 20 de marzo, que anulaba en gran parte la LS1990 y el TRLS1992. 
 
4 VISIÓN REMEDIAL DEL URBANISMO Y NORMALIZACIÓN DE LAS POLÍTICAS DE LIBERALIZACIÓN. La vivienda como 
“producto final” del planeamiento (1998-2007) 
 
El proceso de liberalización de suelo que se había iniciado ya en 1996, culminó con la promulgación de la 
LS1998 estatal. Posteriormente, y en esta misma línea se aprobó la LS de la CM 2001. El período se 
caracteriza por el intento de articulación de los diferentes instrumentos normativos que inciden en política de 
vivienda, al igual que en el anterior, pero en este caso en el marco de la liberalización económica y la 
desregulación.  Las medidas liberalizadoras en materia de suelo adoptadas en la LS1998 tenían por objetivos 
(Nasarre, 1997): en primer lugar, ampliar el mercado de suelo; en segundo lugar, reducir las cargas que se 
acumulan sobre el precio del producto final, principalmente la vivienda; y en tercer lugar, agilizar la tramitación 
de los instrumentos urbanísticos. Posteriormente, y de manera complementaria, el Gobierno Popular promulgó 
el RDL 4/2000 y la L 10/2003, de Medidas Urgentes de Liberalización en el Sector Inmobiliario y Transportes, 
con el propósito de “seguir avanzando en el proceso de liberalización para mantener el ritmo de crecimiento 
económico”.  
 
La vivienda va quedando reducida a una mercancía; el producto final de unas políticas basadas en el 
crecimiento urbanístico indiscriminado sobre el territorio como motor del desarrollo económico. Como afirmaba 
López de Lucio (1997), el carácter mercantilista de la Ley parecía reducir los objetivos fundamentales del 
planeamiento a una “finalidad única: incrementar la oferta de suelo con la finalidad de abaratar su precio así 
como el de los productos inmobiliarios derivados, especialmente la vivienda”. El carácter “urgente” de las 
anteriores medidas era reflejo también de su carácter coyuntural en función del momento económico expansivo, 
dentro del cual el planeamiento urbanístico fue considerado como un instrumento remedial al servicio de dichas 
circunstancias. Se partía del fuerte crecimiento de la demanda, por lo que la reforma insistía en incrementar la 
oferta del suelo, trasladando este efecto positivo al precio final de los bienes inmobiliarios.  
 
El nuevo gobierno había manifestado una gran preocupación por fomentar la actividad constructora y había 
atribuido a la vivienda un notable protagonismo, reforzando en la política de vivienda las ayudas indirectas 
(fiscales) frente a las ayudas directas (préstamos, subsidios y subvenciones). La orientación de la política 
económica hacia el cumplimiento de las condiciones previstas en el Tratado de Maastricht, para el acceso a la 
moneda única, llevó al Gobierno a tener como principales objetivos, por un lado, la contención y reducción del 
déficit presupuestario del Estado, y por otro, la creación de empleo de carácter estable. Todo ello influyó en las 
  
determinaciones sobre las políticas de vivienda. En el mismo año de la aprobación de la Ley del Suelo, en 
1998, se aprobaron las reformas financieras y fiscales.  
 
No obstante, las fuertes subidas de los precios de las viviendas en 1998 y 1999 (inicio del segundo boom 
inmobiliario) -aunque compensados por las favorables condiciones financieras-, estaban generando un doble 
problema: de accesibilidad, particularmente a los hogares de nueva creación, y de endeudamiento de las 
familias, más allá de las posibilidades reales de devolución de los créditos. Por tanto, el debate sobre la 
vivienda seguía centrado en el problema de la accesibilidad, que se iba agravando con el transcurso del tiempo, 
pues cada vez se distanciaba más el incremento de los precios de las viviendas del incremento de los salarios.  
 
En la Comunidad de Madrid, este período se caracterizó por el abandono a toda referencia al planeamiento 
territorial para dar prioridad a la actuación municipal en los procesos gestión, negociación y participación 
privada en la construcción de las ciudades. El trabajo se orientó, más bien, a la elaboración de la LSCM 2001, 
cuyas “políticas prioritarias y necesarias” quedaban expresadas en este orden: una potente red de 
infraestructuras de transporte, la defensa del medio ambiente, y por último, la vivienda “entendida no sólo como 





OBJETIVOS   
PLANES/PROGRAMAS NORMATIVOS/ LEYES 
1998 
    
Ley 6/1998 Régimen del Suelo y 
Valoraciones   
Flexibilizar planeamiento, adaptarlo a coyuntura económica 
expansiva. Evitar escasez de suelo, liberalización del 
mercado del suelo:aumentar oferta de suelo urbanizable y 
reducir repercusión del coste del suelo en el precio final del 
producto inmobiliario 




    
RDL 4/2000 Medidas Urgentes de 
Liberalización en el Sector 
 
 
Introducir medidas de liberalización del suelo para seguir 
avanzando en el proceso de liberalización; potenciar el papel 
del sector inmobiliario en la economía española 
2001 
    
Ley 9/2001 del Suelo de la CM 
 
 
Flexibilizar planeamiento por medio de modelo espacial 
fragmentado orientado por el mercado 
2002 
    
Ley 2/2002 Evaluación Ambiental de la CM 
   
2003 
    
RDL 10/2003 Medidas Urgentes de 
Liberalización del Sector Inmobiliario y 
Transportes   
2004       
 
  
2005       
 
  




    
Ley 8/2007 del Suelo 
   
Principio de desarrollo sostenible: minimizar impacto del 
crecimiento y apostar por la regeneración de la ciudad 
existente. El 30% edificabilidad residencial prevista para VP 
 
Gráfico 4: Cronología del planeamiento (1998-2007). Instrumentos y objetivos 
Elaboración propia 
 
5 CRECIMIENTO RESIDENCIAL EN LA REGIÓN DE MADRID. De la consolidación de los núcleos urbanos a la expansión 
residencial en el territorio 
 
5.1 Procesos de producción del suelo 
 
En este apartado se presentan los resultados del estudio empírico realizado sobre los procesos de producción 
de suelo residencial y de construcción de viviendas, llevados a cabo en los municipios de la Corona 
Metropolitana de Madrid –un total de 27 municipios-, en relación con las dinámicas residenciales de la capital y 
del resto de los municipios de la región madrileña. Un primer paso en el análisis del crecimiento residencial, lo 
constituye el acercamiento a los procesos de urbanización, es decir, al desarrollo del suelo calificado residencial 
  
y su ejecución. Por ello, se revisaron los ámbitos de desarrollo residencial vinculados a los Planes Generales de 
cada municipio (en suelo urbano, urbanizable programado y urbanizable no programado) y se elaboraron unos 
cuadros síntesis con la evolución de los procesos de urbanización, hasta el momento de aprobación de los 
proyectos de urbanización (PU). Se clasificaron según correspondiera al desarrollo de suelo urbano (plan 
especial de reforma interior, PERI), suelo urbanizable programado (plan parcial, PP) o suelo urbanizable no 
programado (programa de actuación urbanística, PAU). En los gráficos 5 y 6 se recoge el desarrollo de suelo 
residencial por zonas de acuerdo a la periodización propuesta de las políticas analizadas, y en los gráficos 7 y 8 
se puede evidenciar localización del suelo residencial en los dos momentos que enmarcan el ámbito temporal 
de la investigación. 
 
En el primer período, de un total de 27 proyectos de urbanización aprobados, derivados de planes parciales, 
ocho se localizaban en la zona norte de la corona metropolitana -cuatro pertenecían al desarrollo de la ciudad 
nueva de Tres Cantos, dentro de término municipal de Colmenar Viejo (suelo comprometido desde la década 
anterior), tres desarrollaban suelo urbanizable del PG de 1987 de Colmenar Viejo y uno en San Sebastián de 
los Reyes-; siete se localizaban en la zona este, de los cuales, cinco correspondían a Rivas-Vaciamadrid; siete 
más se aprobaron en la zona sur, tres de ellos en Leganés; y, llama la atención que en la zona oeste, 
encontramos otros cinco, todos en Pozuelo de Alarcón, pertenecientes al PG de 1975.  
 
Sin embargo, la cantidad prevista por el planeamiento era muy superior: un total de 98 PPs y 40 PAUs 
residenciales, si bien es cierto que esta cantidad debía desarrollarse en dos cuatrienios en el caso de los planes 
parciales, y además, otro tanto en caso de los PAUs, para el suelo urbanizable no programado, desde la 
aprobación del plan general. Por tanto, podemos concluir que en la primera década de gobierno municipal 
democrático, la construcción residencial se llevó a cabo, por un lado, en solares de suelo urbano que no 
necesitaban ser urbanizados y, por otro, en determinados municipios en los que se centró la actividad 
urbanizadora como Tres Cantos, Rivas-Vaciamadrid y Pozuelo de Alarcón. Estas tendencias se explican por 
medio de otros factores relacionados con las dinámicas residenciales regionales e intereses del mercado 
inmobiliario del momento, centrando gran parte de la oferta en la tipología unifamiliar.   







AMM  PERI PP PAU TOTAL 
 
PERI PP PAU TOTAL 
 
PERI PP PAU TOTAL 
ZONA NORTE 
 
0 1.325 0 1.325 
 
0 237 94 331 
 
4 620 633 1.257 
ZONA ESTE 0 403 2 405 8 1.230 49 1.287 46 1.089 391 1.526 
ZONA SUR 
 
5 158 0 163 
 
5 261 638,4 904 
 
47 901,4 902,6 1.851 
ZONA OESTE 
 
0 348 0 348 
 
0 1.394 274 1.668 
 
71 3.708 138 3.917 
TOTAL 5 2.234 2 2.241 13 3.122 1.055,2 4.190 168 6.318 2.065 8.551 
Media anual 
       
   204 
       
   466 
       
   855 
 
Gráfico 5. Hectáreas en PERIs, PPs y PAUs con Proyecto de Urbanización aprobado 










AMM  PERI PP PAU TOTAL 
 
PERI PP PAU TOTAL 
 
PERI PP PAU TOTAL 
ZONA NORTE 
 
0 8 0 8 
 
0 9 1 10 
 
2 12 6 20 
ZONA ESTE 
 
0 7 1 8 
 
3 26 5 34 
 
5 34 4 43 
ZONA SUR 1 7 0 8 2 19 12 33 7 18 10 35 
ZONA OESTE 
 
0 5 0 5 
 
0 29 3 32 
 
5 41 3 49 
TOTAL 
 
1 27 1 29 
 
5 83 21 109 
 
19 105 23 147 
Media anual 
       
2,6 
       
13,6 
       
14,7 
 
Gráfico 6. Nº de PERIs, PPs y PAUs con Proyecto de Urbanización aprobado 










Gráfico 7. Localización del suelo residencial calificado por el planeamiento en la Corona Metropolitana de Madrid. Situación de partida (1978-1980) 









Gráfico 8. Localización del suelo residencial calificado por el planeamiento en la Corona Metropolitana de Madrid. Situación de ejecución del planeamiento 
(2007) 





El segundo período estuvo precedido por la redacción de las Estrategias Territoriales para determinadas zonas 
de la corona metropolitana (zona Oeste, Gran Sur Metropolitano, Corredor de Henares y zona Sureste) y se 
inició con la promulgación de la Ley del Suelo 8/1990 de ámbito estatal. La visión del territorio como una 
oportunidad para el desarrollo económico impulsó la preparación de suelo por medio de importantes 
modificaciones puntuales de los planes generales, aprobados hacía sólo unos años, pero en unas 
circunstancias económicas muy diferentes. Estas modificaciones de “carácter estratégico” buscaban, 
principalmente, clasificar suelo urbanizable no programado, e incluso no urbanizable, para incorporarlo al 
proceso urbanizador de la región con un doble objetivo: incorporar suelo para actividades económicas (Áreas 
de Oportunidad) y crear suelo para vivienda social. Éste es el caso de la mayoría de los 12 PAUs (un total de 
638,4 has.) que aparecen con proyecto de urbanización aprobado en la zona sur, algunos de ellos gestionados 
y desarrollados bajo la figura de los Consorcios Urbanísticos.  
 
En el tercer período, 1998-2007, se intensifica el proceso urbanizador tanto en suelo urbano (19 proyectos de 
urbanización aprobados derivados de los PERIs) como en suelo urbanizable programado o sectorizado (105 de 
PPs) y no programado o no sectorizado (23 de PAUs y Planes de Sectorización). Debemos recordar que este 
período se inicia con la LS de 1998, y se caracteriza por la redacción de unos planes generales que clasifican 
suelo hasta “el límite de su capacidad”, independiente de sus necesidades reales de crecimiento.  
 
Al observar el promedio anual de cantidad de hectáreas incluidas en los proyectos de urbanización aprobados, 
sorprende cómo la cantidad del segundo período (466 has/año) dobla a la del primer período (204 has/año), y 
cómo la del tercer período (855 has/año) casi dobla la del segundo. Se percibe con claridad, que si bien en 
éste, el número de PU aprobados era sólo un poco más elevado –la media anual de proyectos de urbanización 
pasó de ser 13,6 a 14,7-, la cantidad de hectáreas superaba en casi el doble en el tercero. Esto nos lleva a 
concluir que se trata de ámbitos residenciales de mayor superficie los desarrollados durante 1998-2007, en 
términos generales.  
 
Los crecimientos residenciales a partir de la década de los ochenta tenían mejores estándares urbanísticos, 
en relación con los equipamientos, infraestructuras, espacios verdes, que los construidos en la etapa pre-
democrática. La limitación de densidad, llevó a una transformación en el paisaje urbano de los municipios. 
Quizá, más que la norma en sí, fueron las nuevas formas de vida las que demandaban una oferta de 
viviendas de mayor calidad, con entornos residenciales más amplios y acompañados de gran variedad de 
servicios complementarios. La introducción masiva de viviendas unifamiliares es una muestra de ello; 
asimismo, los ámbitos residenciales con vivienda colectiva de baja densidad. Ambos modelos se convirtieron 
en la oferta más adecuada para la “demanda selectiva” que se fue conformando durante la segunda mitad de 
la década de los ochenta.  
 
Posteriormente, la LS1990 hizo énfasis en los instrumentos de intervención pública en el mercado inmobiliario 
e introdujo la calificación del suelo para VP como uso específico. Su incidencia se manifestó, principalmente, 
en la creación de suelo público para VP por medio de importantes modificaciones del planeamiento general en 
numerosos municipios. A partir de 1995, en la CM se hace obligatoria la inclusión de un 50% de la superficie 
de los nuevos desarrollos residenciales de suelo urbanizable para la construcción de VP. Más tarde, una 
determinación similar fue recogida por la LSCM2001. El trabajo empírico ha evidenciado cómo sólo en algunos 
municipios del AMM se da cumplimiento a esta norma: al norte, Alcobendas y San Sebastián de los Reyes; al 
este, Rivas-Vaciamadrid y Torrejón de Ardoz, al sur,  Fuenlabrada, Getafe,  Leganés, Móstoles  y  Parla; y  
en la  zona  oeste, ningún municipio alcanzaba ni siquiera el 15% (gráfico 9). Supuestamente, los municipios 
que no hayan cumplido esta norma, habrán tenido que sustituirla por otras medidas, como la de realizar 
determinados pagos canjeables para eximirse de esta obligación. 
 
  
      
Gráfico 9: Valor porcentual de las viviendas protegidas construidas en relación con el total de las viviendas a construir según las 
licencias de obra municipales durante el período 1992-2007. 
Elaboración propia. Fuente: Dirección General de Arquitectura y Vivienda de la Comunidad de Madrid y Estadística de Construcción de 
Edificios del Ministerio de Fomento 
 
5.2 Procesos de construcción de viviendas 
 
Las dinámicas de crecimiento residencial de los municipios de la Corona Metropolitana necesitan explicarse en 
paralelo con el comportamiento del municipio de Madrid; de igual modo sucede con las tendencias seguidas por 
los municipios no metropolitanos de la CM. Esta correlación en las dinámicas es debida a la formación de un 
mercado inmobiliario de carácter unitario en la Región, cuyo funcionamiento se realiza de manera 
complementaria. Esto explica la intensificación progresiva del  fenómeno de relocalización residencial –
“migraciones con origen y destino la propia Comunidad de Madrid” (De Santiago, 2007)- a lo largo de estas 
décadas: en un primer momento, se evidenció en Madrid por la población que abandonaba el municipio por 
motivos residenciales; posteriormente, este fenómeno fue experimentado por numerosos municipios de la 
Corona Metropolitana, buscando en el espacio metropolitano la satisfacción a la necesidad de vivienda. Por 
tanto, la mayoría de los municipios de la Región fueron diseñando las previsiones de vivienda de sus planes 
generales con un amplio margen para atender la demanda regional, y no sólo las necesidades del municipio. 
 
En la Comunidad de Madrid, la construcción de viviendas por períodos muestra valores medios anuales en la 
cantidad de viviendas iniciadas de 80.581 entre 1975 y 1978, durante la transición, mientras que en la década 
de los ochenta tan sólo se iniciaron algo más de una media de 21.000 al año (gráfico 10). Durante los primeros 
años de la crisis energética mundial en la primera mitad de los setenta, el mercado inmobiliario en Madrid 
alcanzó sus valores máximos en cuanto a viviendas iniciadas; los efectos de la crisis se hicieron sentir 
fuertemente al final de la década de los setenta y en los primeros años de la siguiente. Durante la década de los 
noventa, la media se situó en 35.889 viviendas iniciadas al año, mientras que en el período siguiente se 
alcanzaba más de 60.000 viviendas anuales. Se intensificó la producción en los últimos años del período, 
llegando a 66.472 viviendas anuales como valor medio entre 2003 y 2007. También en estas dos últimas 
décadas es cuando se pudo comprobar un mayor dinamismo urbanizador, lo que permitió la urbanización de 
suelo y su puesta en el mercado para la construcción de nuevas viviendas.  
 
En relación con la localización se percibe, durante el primer período (década de los ochenta), un clara 
diferenciación entre dos modelos de ocupación residencial: el primero, y más generalizado en casi todos los 
municipios, la consolidación y colmatación del suelo urbano, con el consiguiente proceso de densificación; el 
segundo, sólo en determinados municipios, la ocupación de grandes superficies de suelo urbanizable, 
generalmente próximas al suelo ya ocupado. Por otro lado, se matizaron las tendencias de descentralización 
residencial: se dio un fuerte crecimiento relativo de las zonas del AMM norte y oeste y de los municipios no 
 metropolitanos, frente a la pérdida 
este y sur.  
 
VIVIENDAS INICIADAS 
PERÍODO TOTAL VALOR MEDIO ANUAL
1975 - 1978 322.322 80.581 
1979 - 1983 108.323 21.664 
1984 - 1989 127.464 21.244 
1990 - 1997 287.110 35.889 
1998 -2002 300.058 60.012 
2003- 2007 332.362 66.472 
Grafico 10. Cantidad de viviendas iniciadas
Elaboración propia. Fuente: Dirección General de Arquitectura y Vivienda de la 
 
 
Gráfico 11. Evolución de las viviendas iniciadas protegidas y libres en la C




Gráfico 12. Evolución de las viviendas terminadas
Elaboración propia. Fuente: Dirección General de Arquitectura y Vivienda de la 
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 Durante el segundo período, se puso de manifiesto la recuperación de Madrid como municipio con gran 
potencial de desarrollo residencial, con altos 
1993, la producción de viviendas en la capital, según las licencias concedidas, superó el 57% y 54%, 
respectivamente, de la producción total en la CM, y fue descendiendo hasta representar el 3
según las licencias de obra. De manera complementaria, se dio una reducción de las viviendas iniciadas en los 
municipios de la Corona Metropolitana, tendencia iniciada a partir de 1989 que se prolongó a 1990 y 1991, y 
representando tan sólo el 26% de las viviendas a construir según las licencias de construcción en 1992. La 
zona sur del AMM fue la más dinámica en este período, 
este período se produjo un descenso en la producción de vivi
según las zonas de la Comunidad de Madrid: entre 1992 y 1993 descendió un 24% en el municipio de Madrid, 
un 17% en la Corona metropolitana y un 6,4% en el conjunto de municipios no metropolitanos.
 
En el tercer período, se observa el desarrollo de gran cantidad de espacios residenciales de baja y media 
densidad. Estos crecimientos se localizaban próximos a la red de infraestructura viaria, que se densificó en 
estos años para convertirse en el soporte indispensa
en los procesos de producción residencial: la primera con un crecimiento medio de más de 46.000 viviendas 
anuales terminadas (1998-2002) y una segunda fase con más de 61.000 viviendas terminadas a
2007). En ambos momentos se ponía de manifiesto, el alto grado de especialización residencial de la CM: la 
cantidad de licencias de obra mayor concedidas por los Ayuntamientos para la construcción de edificios 
residenciales y viviendas, da cuenta de cómo la Región de Madrid ha dado prioridad al uso residencial. Por otro 
lado, el dinamismo en la construcción de viviendas que se ha llevado a cabo en los municipios no 
metropolitanos, predominantemente con densidades bajas, ha llevado a generalizar 





Gráfico 13. Evolución del nº de viviendas a construir según las licencias de obra municipales en la Comunidad de Madrid (1992
2009) 
Elaboración propia. Fuente: Ministerio de Fomento
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Gráfico 14. Diversidad de tipologías en vivienda protegida en el ámbito residencial Las Canteras (Rivas-Vaciamadrid, 2002-2006) 




De manera general, un aspecto a destacar durante el ámbito temporal estudiado es la permanencia del debate 
político en materia de suelo y vivienda, que se intensificaba en determinados momentos, pero que continúa 
abierto, pues las soluciones que se fueron ofreciendo solían tener carácter de urgencia o depender de 
circunstancias coyunturales, más propias de los ciclos económicos que de objetivos políticos a largo plazo. En 
líneas generales el debate quedó planteado a partir de dos extremos: la tendencia intervencionista frente a la 
liberalizadora; la primera apuesta por la adopción de una política activa de suelo por parte de las 
administraciones públicas, mientras que la segunda defiende la liberalización del mercado de suelo con el fin de 
incrementar su oferta y, de este modo, reducir los precios, supuestamente.  
 
La concepción urbanística de la vivienda que se puede deducir de la revisión de los instrumentos normativos del 
planeamiento, en particular las sucesivas reformas de las Leyes del Suelo, ha ido evolucionando definiendo los 
puntos de discontinuidad entre un período y otro. La vivienda pasó a ser considerada como “parámetro 
urbanístico” del derecho a la ciudad (1979-1989), a ser el principal “elemento conformador” del territorio (1990-
1997), y finalmente, a considerarse como el “producto final del planeamiento” (1998-2007). Se observa cómo se 
fue produciendo, progresivamente, la “reducción” del planeamiento a la política sectorial de suelo, con destino 
final para vivienda, prevaleciendo el uso residencial sobre los otros usos.  
 
Por otro lado, los instrumentos de planificación territorial pasaron de tener como primer objetivo el control y la 
“limitación del crecimiento” y, por tanto, las acciones se dirigieron a la mejora de la ciudad existente (creación de 
infraestructura y equipamientos), a la “intervención” en el mercado inmobiliario. En el segundo período, esta 
intervención pretendía estar protagonizada por la administración pública, y se dirigía principalmente a la 
creación de suelo, ya que el problema de acceso a la vivienda se identificaba con el problema de la escasez de 








manos del sector privado, para lo cual, el papel de la administración pública se debía reducir a eliminar 
obstáculos normativos que pudieran impedir o frenar el desarrollo de tal actividad, o limitaran la competitividad 
en el sector.  
 
Como síntesis de lo analizado, podemos evidenciar cómo a cada período determinado por las políticas le 
corresponde un espacio residencial propio, y unas tendencias específicas en la producción de suelo y en la 
construcción de viviendas. A grandes rasgos, y asumiendo ciertos desfases como se ha visto anteriormente, 
pueden quedar enunciados de la siguiente manera: 
-Primer período: De la consolidación de los núcleos urbanos a la descentralización del crecimiento residencial.   
-Segundo período: Actuaciones “estratégicas” y densificación residencial del Área Metropolitana de Madrid.  
-Tercer período: Intenso dinamismo urbanizador y acelerada expansión residencial en el territorio apoyada en 
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